Mar del Plata,   13  de febrero de 2006.-
  Expediente nº 810 Autos: “D., C. G.  y Otro c. O.  S.A. s.Nulidad de Asamblea” en los que se ha dictado la providencia que llama autos para sentencia, 

Y VISTO:

1. que a fs. 81 se presenta C. G.  D., por su propio derecho, con patrocinio del Dr. T.A.V., y la Dra. N. P. M., quien invoca la representación de J.N. D. y promueven demanda por nulidad de las asambleas sociales realizadas con fechas 19 de Febrero de 2000, 30 de Abril de 2000,  24 de Julio de 2000, y 25 de Julio de 2000 en las sociedades O.  S.A., P.R. S.A., M. S.A. y P. S.A., requiriendo asimismo, la nulidad genérica de las asambleas realizadas en F. Hnos S.A.. Informan que la competencia del Tribunal ha sido pactada en los estatutos societarios cuyas copias adjuntan y que han sido declarados herederos en la sucesión de G. E. H. que tramita por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial nº8, Secretaría nº 5 del Departamento Judicial de Mar del Plata. Acompañan copia simple de la declaratoria de herederos e invocan doctrina jurídica jerarquizada que les confiere legitimación activa como herederos del socio para accionar como lo hacen.

2. Relatan que con fecha 8 de Septiembre de 1999, falleció en esta ciudad la Sra. G.E.H., dejando como únicos y universales herederos a los aquí actores. Que el Sr. C.A.F. se encuentra en la administración de hecho desde el momento del fallecimiento de la causante, revistiendo -al momento de la interposición de la demanda 24 de Octubre de 2000- el carácter de administrador provisional de los bienes que integran el acervo sucesorio de la causante. Adjuntan copia del auto de designación y del acta de aceptación del cargo.

2.1. Destacan  que Carlos  Alberto F. es titular de acciones de las sociedades M. S.A., P. S.A., P.R. S.A., O.  S.A. por un porcentaje cercano al 25% del capital: que tales acciones son gananciales, y en caso de que se controvierta este carácter, la causante resultaría titular de un crédito que se ha transmitido a sus herederos.

2.2. Que en tal condición han analizado cuidadosamente los actos societarios de las firmas referidas, los que se encontrarían alcanzados por vicios que acarrean su nulidad. En tal sentido indican que las actas de las asambleas tienen deficiencias formales que las invalidan como tales y no reúnen los recaudos legales de los arts. 73 y 249 de la ley 19.550, existiendo espacios en blanco, ausencia de la unanimidad allí expresada, habiéndose impedido la asistencia a las reuniones de todos los interesados. Señalan asimismo que las asambleas decidieron la aprobación de los balances generales sin poner a consideración de los actores la documentación pertinente, no obstante que el Directorio conocía el carácter de herederos que revisten.

2.3. Al referirse, en general, a las decisiones que atacan por nulidad indican que ellas resultan violatorias de la ley, el estatuto, y el reglamento, afectando normas de orden público y derechos inalienables de los accionistas, habiendo provocado daños a sus intereses, y que han sido tomadas para ocultar un accionar irregular de los directivos tendiente a disminuir la participación social de C.A.F..

2.4. En particular  impugnan las siguientes Asambleas:

2.4.1. La Asamblea General ordinaria del 25 de Julio de 2000 celebrada por M. S.A., por haberse considerado unánime incumpliendo el art.237 de la ley 19.550. En dicha asamblea se aprobó el balance general al 31 de Marzo de 2000, se resolvió no distribuir utilidades ni asignar honorarios a los directores y se designó nuevo directorio.

2.4.2. La Asamblea General ordinaria del 25 de Julio de 2000 celebrada por P.  S.A., por haberse considerado unánime incumpliendo el art.237 de la ley 19.550. En dicha asamblea se aprobó el balance general al 31 de Marzo de 2000, se resolvió no distribuir utilidades, ni asignar honorarios a los directores.

2.4.3. La Asamblea del 19 de Febrero de 2000 celebrada por O.  S.A., por haberse considerado unánime incumpliendo el art.237 de la ley 19.550, y la forma en que se designó nuevo directorio.

2.4.4 La Asamblea General ordinaria del 24 de Julio de 2000 celebrada por O.   S.A., por haberse considerado unánime incumpliendo el art.237 de la ley 19.550, cuestionándose la elección de dos accionistas para firmar el acta y la aprobación del balance, que jamás fue puesto a consideración de los actores.

2.4.5. La Asamblea General ordinaria del 30 de Abril de 2000 celebrada por P.R.  S.A., por haberse considerado unánime incumpliendo el art.237 de la ley 19.550, cuestionándose la aprobación del balance, la elección del directorio por tres años, y las aprobaciones por unanimidad. 

2.4.6. Impugnan asimismo las asambleas realizadas por F, h. S.A. advirtiendo que carecen de los instrumentos respectivos que oportunamente adjuntarán.

2.5. Advierten los actores que la demanda interpuesta tiene el único propósito de interrumpir el exiguo plazo de prescripción previsto por el art.251 de la ley 19.550, razón por la cual prometen ampliar la demanda.

3. El proceso permaneció suspendido por un largo espacio de tiempo, y ante la intimación para reanudarlo que el Tribunal  dispuso de oficio a fs.86, la Dra. M. presentó su renuncia al patrocinio notificándose el Sr. J. N. D. en el mismo escrito de fs.88.

4. A fs. 93 se presentó la Sra. C. G.  D. con nuevo patrocinio.

5.  A fs. 425 se presenta el Dr. M.P., y en representación de ambos actores, amplia la demanda. 

6. Previo al tratamiento de los antecedentes del laudo, y por razones de orden en la consideración de las cuestiones sometidas a la decisión de este Tribunal,  debe recordarse que por decisión acordada con la presencia de todas las partes en audiencia del día 12 de Mayo de 2004 (fs. 1917) se resolvió separar las acciones entabladas contra P.R. S.A. en expedientes individuales, y a fs. 1630 el Tribunal resolvió suspender la prosecución de la demanda contra F. Hnos S.A. hasta tanto se dilucide en la jurisdicción en la que tramita el sucesorio, la naturaleza ganancial o propia de las acciones cuyo titular es el cónyuge supérstite, C.A.F.. 

Por estas razones es que  este proceso se restringe a las nulidades demandadas contra O.  S.A., M. S.A., P. S.A. motivo por el cual solo corresponde en estos antecedentes, referirse a los actos realizados por dichas  sociedades, mientras que los correspondientes a P.R. S.A.  serán tratados en el  expediente particular,  y las demandas entabladas contra F. Hnos. y/o sus directores, serán postergadas en su tratamiento hasta que la decisión judicial sobre el carácter de las acciones que el cónyuge supérstite posee, adquiera el carácter de cosa juzgada. Ello,  sin perjuicio de las constancias que se tomen en cuenta cuando se han realizado presentaciones conjuntas, unificado personería o remitido a la prueba producida o agregada por los coactores o los codemandados.  

7. Con relación a O.  S.A. dice el apoderado de los actores que la ampliación de demanda se dirige a impugnar:

7.1.) la Asamblea celebrada el 24.07.2000  que  no fue unánime ya que no estuvieron presentes los actores; que tanto C. G.  como J.N. D., no pudieron ser elegidos para suscribir el acta porque “no tuvieron posibilidad de referirse y ejercer su voto”;  que la consideración de la documentación  exigida por el art.234 inc.1º de la ley 19.550, se encontraba viciada de nulidad toda vez que no fue puesta a disposición de los accionistas con la suficiente antelación, y que incluso a la fecha de la ampliación de demanda no han podido munirse de ella; que se omitió acreditar aperturas de cuentas, contratos, escrituras, arrendamientos y alquileres, hipotecas y prendas, y demás documentación que permitiera evaluar la gestión de la sociedad en el ejercicio económico; que el estado de situación patrimonial vulnera el principio contable de objetividad pues dichos estados contables no reflejan la situación patrimonial real, lo que queda patentizado en respecto de un inmueble que integra el rubro de bienes de uso que ha sido subvaluado, pues en la sucesión de G.E.H. el Banco de la Provincia de Buenos Aires informó haber tasado el inmueble en $ 900.000 a Julio de 1999, y el Presidente de la sociedad declaró y aprobó tal avalúo  con su firma puesta al pie, en tanto que la valuación fiscal del inmueble conforme la Dirección de Rentas es de $ 1.001.614.

Relata que en 1998 se comenzó a construir en ese terreno una planta modelo procesadora de papas que fue finalizada a mediados del 2000, y que los estados contables de esos años no reflejan la obra en construcción. Destaca asimismo que el balance o lo estados contables deben reflejar los importes reales, además para la aplicación del derecho de preferencia y para el uso del derecho de receso, por lo que considera necesario la realización de un revalúo técnico según lo estipulan las leyes 19.472 y 21.525.

7.2.) Impugna asimismo la Asamblea general ordinaria  celebrada el 19 de Febrero de 2000, pues a su entender no fue convocada conforme lo dispuesto por el art.237 de la ley de sociedades comerciales y el estatuto constitutivo, ya que no fue unánime; que no se notificaron las renuncias de los directores a los aquí actores, que la elección del nuevo directorio fue digitada, que tomaron conocimiento de la celebración de la Asamblea  en Octubre de 2000 pues el Sr. C. F. les negó sistemáticamente el acceso a la información y documentación.

7.3.) Impugna también las Asambleas ordinarias y extraordinarias celebradas con posterioridad a la del 19 de Febrero de 2000 por incumplimiento del art.237 de la ley 19.550, desconociendo lo tratado y aprobado por ellas.

7.4.) Denuncia el mal desempeño de los directores al haber omitido comunicar a los aquí actores la transferencia del paquete accionario perteneciente a J., F. y L.  H., impidiéndoles de tal modo el ejercicio del derecho de preferencia. El paquete accionario fue adquirido por los cuatro directores; también señala que  los cuatro hermanos F. resultaron elegidos Directores sin el conocimiento ni la aprobación de sus representados, y que dicho directorio, viciado en su elección, autorizó la venta del inmueble  por $ 800.000 cuando su valor era muy superior, produciendo el vaciamiento de la sociedad, a favor de  F.Hnos. S.A. Acompaña documentación.

8. La demanda contra M. S.A. se amplía  fundando las acciones de nulidad en que:

 8.1. No se dio cumplimiento a la convocatoria tal como lo estipulan el estatuto societario y el art.237 de la ley 19.550 para  la Asamblea celebrada el 25.07.2000. La asamblea no fue unánime ya que no estuvieron presentes los actores; que tanto C. G.  como J.N. D., no pudieron ser elegidos para suscribir el acta porque “no tuvieron posibilidad de referirse y ejercer su voto”;  que la consideración de la documentación  exigida por el art.234 inc.1º de la ley 19.550, se encontraba viciada de nulidad toda vez que no fue puesta a disposición de los accionistas con la suficiente antelación, y que incluso a la fecha de la ampliación de demanda no han podido munirse de ella; que se omitió acreditar aperturas de cuentas, contratos, escrituras, arrendamientos y alquileres, hipotecas y prendas, y demás documentación que permitiera evaluar la gestión de la sociedad en el ejercicio económico; que el estado de situación patrimonial vulnera el principio contable de objetividad pues dichos estados contables no reflejan la situación patrimonial real, lo que queda patentizado en respecto de un inmueble que integra el rubro de bienes de uso que ha sido subvaluado en pesos quinientos mil ($ 500.000) pues en la sucesión de G.E.H. el Banco de la Provincia de Buenos Aires informó haber tasado el inmueble en $ 2.200.000 a Marzo  de 2000, y el Presidente de la sociedad declaró  que el bien tiene un valor de $ 3.015.000.

8.2. Observa irregularidades en cuanto a la valuación e identificación de los demás bienes de uso, del siguiente modo:

8.2.1. Se han omitido en el inventario: un tractor Massey –Ferguson valuado en $ 53.206 cuya compra fue financiada en un 80% con un crédito del Banco de la Provincia de Buenos Aires; una sembradora agrometal convencional; un carro hidráulico para sembradores; un instrumento de medición portátil; una cortadora Hiler de forrajes; estos últimos cuatro bienes fueron comprados mediante un crédito del Banco de la Provincia de Buenos Aires de $ 215.544 que financió el 80% de su valor de adquisición.

8.2.2. Los galpones, silos, maquinarias, equipos y accesorios no respetan el principio contable de objetividad, y han sido incorporados en forma errónea y subvaluada en $ 127.242,86, mientras que su valor de compra fue de $ 322.636., lo que se constata con los préstamos del Banco de la Provincia de fechas 16.12.96 y 30.01.97 por un total de $ 258.109 que financiaron el 80% de la compra.

8.3. En el balance observa arrendamientos a cobrar y a pagar sin adjuntarse los respectivos contratos y documentación que avale los mismos. El rubro proveedores se computa una deuda con la firma F-V. S.A. (de la que es accionista el Sr. J. H. F., hermano de  los Sres. Directores), respecto de la cual solicitan la documentación respaldatoria.

8.4. Impugna la elección del directorio por tres años considerándola viciada de nulidad en tanto no estuvieron presentes los actores.

8.5. Acusa la nulidad de las Asambleas Generales Ordinarias y extraordinarias realizadas con posterioridad a la del 25 de Julio de 2000 por incumplirse con lo dispuesto por el art.237 de la ley de sociedades comerciales, desconociendo lo que fue tratado y aprobado por las mismas.-

8.6. Denuncia el mal desempeño de los directores por haber autorizado al presidente del directorio a comprometer a la sociedad en garantía de los créditos que F.Hnos. S.A. hubo de acordar con el Banco de la Nación Argentina, habiendo extralimitado de tal modo sus funciones sin consultar a los accionistas de la sociedad, a la vez que dejaron constancia en el libro de actas del directorio de que la asamblea general ordinaria sería realizada en forma unánime violando así lo dispuesto por el art.237 de la ley 19.550.

9. La acción contra P. S.A. se amplia con los siguientes fundamentos:

9.1. No se dio cumplimiento a la convocatoria tal como lo estipulan el estatuto societario y el art.237 de la ley 19.550 para  la Asamblea celebrada el 25.07.2000. La asamblea no fue unánime ya que no estuvieron presentes los actores; que tanto C. G.  como J.N. D., no pudieron ser elegidos para suscribir el acta porque “no tuvieron posibilidad de referirse y ejercer su voto”;  que la consideración de la documentación  exigida por el art.234 inc.1º de la ley 19.550, se encontraba viciada de nulidad toda vez que no fue puesta a disposición de los accionistas con la suficiente antelación, y que incluso a la fecha de la ampliación de demanda no han podido munirse de ella; que es falsa la afirmación del Vicepresidente de la sociedad, C.A.F. respecto a que la documentación fue puesta en manos de los accionistas con la suficientes antelación; que se omitió acreditar aperturas de cuentas, contratos, escrituras, arrendamientos y alquileres, hipotecas y prendas, y demás documentación que permitiera evaluar la gestión de la sociedad en el ejercicio económico; que el estado de situación patrimonial vulnera el principio contable de objetividad pues dichos estados contables no reflejan la situación patrimonial real, lo que queda patentizado en respecto de un inmueble que integra el rubro de bienes de uso que ha sido subvaluado en pesos quinientos sesenta y un mil seiscientos ochenta y dos  ($ 561.682) pues en la sucesión de G.E.H. el Banco de la Provincia de Buenos Aires informó haber tasado el inmueble en $ 2.057.580 a Marzo  de 2000, y el Presidente de la sociedad declaró y aceptó dicha tasación con su firma.

 9.2. Observa que en el estado de resultados del ejercicio no se ha podido verificar los gastos dado que no sus mandantes no cuentan con los comprobantes, como asimismo destaca que no se registran ingresos por la explotación del establecimiento “E. B”. Asimismo manifiesta que en el balance correspondiente al ejercicio económico nº4 se observan ingresos por arrendamientos que el demandante considera ínfimos con relación al valor del inmueble, habiéndose violado la cláusula que prohíbe arrendar impuesta en el mutuo hipotecario que grava el bien.

9.3. Acusa la nulidad de las Asambleas Generales Ordinarias y extraordinarias realizadas con posterioridad a la del 25 de Julio de 2000 por incumplirse con lo dispuesto por el art.237 de la ley de sociedades comerciales, desconociendo lo que fue tratado y aprobado por las mismas.-

10. A fs.454  se presenta el Dr. E. P. T. invocando la representación de O.  S.A.- Opone excepciones previas al progreso de la demanda, respondiendo también esta última. La excepción de incompetencia que fuera oportunamente resuelta por el Tribunal –con su composición anterior a Junio de 1993- tiene como fundamento la ausencia de legitimación activa por parte quienes promueven la demanda, en tanto el representante de la demandada considera que no son socios, extremo este cuyos fundamentos repite y amplía al responder la acción. Opone asimismo la excepción de prescripción toda vez que – a su modo de ver- ha transcurrido el plazo de tres meses previsto por el art.251 de la ley 19.550, realiza negativas generales y particulares respecto de los hechos afirmados en la demanda, y en especial brinda explicaciones sobre cada uno de los actos impugnados por los actores.

En cuanto al carácter de unánime de la asamblea celebrada el 19 de Febrero de 2000, destaca que la falta de participación de los actores no le quita tal condición, toda vez que los hermanos D. no eran, ni son actualmente, accionistas de la sociedad, y que, además, estuvo presente el Sr. C.A.F. quien , como reconocen los actores, detentaba en aquel momento el carácter de administrador del sucesorio de G. E. F., por lo que la porción ganancial de las acciones que se hubiera deferido en ese sucesorio estuvo representada por su administrador.

Respecto a la Asamblea celebrada el 24 de Julio de 2000, repite el razonamiento expuesto en el párrafo anterior, los actores no eran accionistas, argumento este que utiliza también para explicar porque razón no se les entregó a los actores la documentación referida a balances y estados contables.

En lo relativo a la acusada ausencia de declaración referida a apertura de cuentas, contratos, escrituras, arrendamientos, alquileres, hipotecas y prendas, sostiene que la vaguedad del planteo no le permite dar respuesta concreta alguna. Informa que el valor del inmueble impugnado por los actores coincide con su valor de compra, explicando que las construcciones realizadas en el terreno fueron hechas por F.Hnos. S.A. y que por tal razón no constan en el balance.

En punto al denunciado mal desempeño de los directores señala que no se ha podido perjudicar un derecho de preferencia del que solo gozan los accionistas, y en tanto considera que los actores no lo son, carecen de tal prerrogativa. Que la venta del inmueble se realizó a precios corrientes de la plaza. Ofrece prueba documental.

11. El mismo letrado se presenta como apoderado de M. S.A., opone las excepciones de incompetencia y  prescripción. La primera con iguales fundamentos a los reseñados en el número anterior, y la segunda con relación a la asamblea celebrada el 26 de Junio de 2001, atento encontrarse vencido el término del art.251 de la ley 19.550. En la contestación de la demanda realiza negativas generales y particulares respecto de los hechos afirmados por los actores, y en especial brinda explicaciones sobre cada uno de los actos impugnados.

11.1. En cuanto al carácter de unánime de la asamblea celebrada el 25 de Julio de 2000, destaca que la falta de participación de los actores no le quita tal condición, toda vez que los hermanos D. no eran, ni son actualmente, accionistas de la sociedad, y que, además, estuvo presente el Sr. C.A.F. quien , como reconocen los actores, detentaba en aquel momento el carácter de administrador del sucesorio de G. E.  F., por lo que la porción ganancial de las acciones que se hubiera deferido en ese sucesorio estuvo representada por su administrador.

Respecto a la Asamblea celebrada el 26 de Junio de 2001, repite el razonamiento expuesto en el párrafo anterior, los actores no eran accionistas, argumento este que utiliza también para explicar porque razón no se les entregó a los actores la documentación referida a balances y estados contables.

En lo relativo a la acusada ausencia de declaración referida a apertura de cuentas, contratos, escrituras, arrendamientos, alquileres, hipotecas y prendas, sostiene que la vaguedad del planteo no le permite dar respuesta concreta alguna. Informa que el valor del inmueble impugnado por los actores coincide con su valor de compra. Niega la falta de bienes en el inventario, y sostiene que el haber obtenido un préstamo no es suficiente para tener por adquiridos los bienes señalados por los actores.

En cuanto a los contratos y documentación legal que avale los arrendamientos, así como la deuda con F-V explica que dicha documentación no debe acompañar los estados contables, sino que queda a disposición de los socios en la sede social.

 En punto al denunciado mal desempeño de los directores señala que F.Hnos. S.A. es una sociedad vinculada a M. S.A. y la fianza autorizada es un acto gestión que fue aprobado en forma unánime en la asamblea general, en tanto resultaba conveniente para la empresa. Ofrece prueba documental.

12. A fs.475 se presenta el Dr. V. H. A. en representación de P. S.A., opone las defensas de incompetencia y prescripción. La excepción de prescripción se interpone con relación a la asamblea celebrada el día  4 de Julio de 2001 y funda en que, a la fecha de la ampliación de la demanda, se encontraba vencido el plazo del art.251 de la ley 19.550. 

12.1. Responde también la demanda  realizando negativas generales y particulares respecto de los hechos afirmados por los actores, y en especial brinda explicaciones sobre cada uno de los actos impugnados, oponiendo la falta de legitimación activa de los Sres. D..

12.2. En cuanto al carácter de unánime de la asamblea celebrada el 25 de Julio de 2000, destaca que la falta de participación de los actores no le quita tal condición, toda vez que los hermanos D. no eran, ni son actualmente, accionistas de la sociedad, y que, además, estuvo presente el Sr. C.A.F. quien , como reconocen los actores, detentaba en aquel momento el carácter de administrador del sucesorio de G. E.  F., por lo que la porción ganancial de las acciones que se hubiera deferido en ese sucesorio estuvo representada por su administrador.

12.3. Informa que el valor del inmueble impugnado por los actores coincide con su valor de compra. Niega que le hecho de haberse labrado el campo signifique que haya ingresos, y su falta de registración se debe a que no existieron.

12.4. Respecto a la Asamblea celebrada el 4 de Abril de 2001, repite el razonamiento expuesto en el párrafo 12.2. , la asamblea fue unánime pues los  actores no eran, ni son accionistas. Ofrece prueba documental.

13. A fs.490/493 y 497/99 el Dr. T. acredita la personería invocada en su primera presentación, y a fs.500/502 lo hace el Dr. A..

14. A fs.513, la Sra. C. G.  D., con el patrocinio del Dr. G. V. , responde las excepciones, haciendo lo propio el Dr. M.P. a fs.518.

15. A fs.533/35 el Tribunal, en su anterior composición, rechaza la excepción de incompetencia y posterga el tratamiento de la prescripción para el momento de la sentencia definitiva    

16. A fs.556 el Dr. M.P., denuncia hecho nuevo e impugna en nombre de su representado las asambleas generales ordinarias y extraordinarias celebradas con posterioridad a la última impugnada. La ampliación que en estos antecedentes ha de tomarse en cuenta, es la referida a las sociedades M. S.A., O.  S.A. y P. S.A., conforme lo expresado en el punto 6.  En todos los casos se ataca el carácter de unánime de tales asambleas, su falta de convocatoria conforme al art.237 de la ley 19.550., y simultáneamente se manifiesta que no se han realizado dentro de los cuatro meses previstos por el estatuto social,  las asambleas generales ordinarias que deben considerar los estados contables al cierre del ejercicio producido con fecha 31 de Marzo de 2002,  

Corrido el traslado del hecho nuevo responde a fs567/603 el Dr. V. H. A., acompañando documentación y manifestando que la única asamblea celebrada con posterioridad a la última impugnada por los actores ha sido la del 23 de Abril de 2002. Rechaza las impugnaciones manifestando que la asamblea fue unánime y que se encontraba presente el total del capital social y el administrador del sucesorio de G.E.H.. 620/41 el Dr. T., manifestando que la única asamblea celebrada con posterioridad al 7.09.01, fue la general ordinaria del 20 de Abril de 2002 en el caso de O.  S.A. y la general ordinaria del 22 de Abril de 2002 en el caso de M. S.A.; acompaña copia de las actas  respectivas, y rechaza los argumentos de la actora explicando que a las Asambleas cuestionadas concurrió C.A.F. en su carácter de administrador del sucesorio de G.E.H., por lo que la porción ganancial de las acciones de O.   S.A. que integran el acervo de la causante se encontraba debidamente representada, y habiéndose reunido la totalidad del capital social  las decisiones fueron tomadas por unanimidad. Por tal razón no se convocaron mediante edictos.

17. A fs.648 obra la constancia del fracaso de la conciliación intentada en la audiencia del día 7 de Noviembre de 2002.

18. A fs.649  los actores responden el traslado de la documentación agregada por la sociedad demandada, reiterando sus planteos respecto de la nulidad absoluta de las asambleas impugnadas. En particular,  señalan que el Sr. C.A.F. fue suspendido en el cargo de administrador del sucesorio el día 16 de Abril de 2002. 

18.1. En el caso de O.  S.A. advierten que para los actos aprobados en la asamblea cuestionada debió requerir autorización judicial toda vez que se trata de actos de disposición. Atacan de falsedad la manifestación realizada por el Sr. J. A.  F. respecto a la puesta a disposición de los accionistas de la documentación contable con el tiempo suficiente para ser analizada, resaltan lo que consideran el vaciamiento de la sociedad a través de la venta del único bien cuestionando su precio y el vínculo de los accionistas con la sociedad compradora. Cuestionan también los estados contables que reflejan un valor incorrecto y subvaluado de sus activos, la moneda en que debe reflejarse el crédito que la sociedad tiene contra tres de sus directores, solicitan un revalúo técnico e impugnan la elección del directorio, pidiendo una medida cautelar.

18.2. Respecto a M. S.A. repiten las mismas objeciones generales sobre el modo de convocatoria y el carácter unánime, reiterando también sus impugnaciones a los estados contables referidos, en particular, a la valuación de un inmueble, a la identificación y valuación de los bienes de uso  y a la elección de los directores.

18.3.  La impugnación de la nueva asamblea de P. S.A., contiene también las mismas objeciones generales sobre el modo de convocatoria y el carácter unánime, reiterando también sus impugnaciones a los estados contables referidos, en particular, a la valuación de un inmueble, a los ingresos percibidos por arrendamientos y al aumento de las deudas de la sociedad para con los Sres. Directores. 

19. A fs.664, 666, 667, y 669 las partes ofrecen medidas  de prueba.

20. A fs.679 los actores denuncian un hecho nuevo referido a la sociedad F. Hnos. y reiteran el pedido de medida cautelar.  A fs. 680 la coactora Graciela D. solicita que el Tribunal disponga que los actores tienen derecho a fiscalizar la documentación contable y societaria.

21. El pedido  es proveído por el Tribunal a fs.685/86.

22. A fs.687 y 688 los actores proponen perito contador veedor de parte, los que aceptan el cargo a fs. 689/90.

23. a fs. 691 se provee la prueba ofrecida por las partes.

24. desde fojas 692  hasta fs. 758 obra la documentación agregada por la demandada relacionada con F.Hnos. S.A. y pedido de limitación de la medida cautelar.

25. A fs.773 las demandadas manifiestan que no han llegado a un acuerdo con los actores respecto al perito contador a designar para la prueba pericial contable, a la vez que informan al Tribunal que han unificado la prueba instrumental.

26. Desde fs.775 a fs.956 obra documentación y escritos referidos a la cautelar dispuesta con relación a F.Hnos. S.A., los que por las razones expuestas en el punto 6 no serán tratados en esta sentencia.

27. En el cuarto cuerpo (fs.976 a 992) se encuentra agregada la documentación  referida al incidente de exclusión de bienes relacionado con F.Hnos. S.A. que tramita ante el Juez del sucesorio. De fs. 1007 a 1296 se han glosado las copias de los estatutos sociales y libros de las demandadas. En el quinto cuerpo, de fs.1299 a 1487 se han agregado copias de los estatutos y libros sociales correspondientes a F.Hnos. S.A.

28.  A fs.1490, el representante del actor J. N. D., reconoce la autenticidad de la documentación agregada por la demandada.

29. Desde fs.1492 a fs.1520 obra el informe del perito contador  de la parte actora, el que es impugnado por las demandadas a fs.1547.

30. A fs.1552 consta la aceptación del cargo por parte de la perito contadora sorteada.

31. de fs.1526 a fs. 1544 se agregó por parte de la actora documentación relativa a F.Hnos. S.A.   

32. a fs.1560 se agrega la respuesta de la demandada F.Hnos. S.A. a la documentación agregada como hecho nuevo por la actora.

33. A fs.1741 el  apoderado de J. N. D. adjunta documentación e impugna nuevas asambleas, poniendo de resalto con carácter previo, la contradicción en los actos propios que importa considerar representadas las acciones que integran el haber  sucesorio por Carlos F. cuando este era administrador, mientras que cuando el administrador de la sucesión ha pasado a ser J. N. D., el Sr. C. F. ejerce sus derechos por el 50% del paquete accionario de carácter ganancial. En particular, y en cuanto a lo que a este laudo interesa,  impugna las asambleas realizadas en O. , M. y P. celebradas los días 28 de Agosto de 2003, 2 y 4 de Septiembre de 2003 respectivamente.

33.1. La asamblea celebrada por O.  S.A. es objetada en cuanto. a) fue realizada fuera del plazo estatutario; b) se le negó el acceso al Escribano M. P. cuya presencia requirieron los aquí actores; c) las resoluciones fueron adoptadas en violación a la ley y al estatuto societario; d) la tenencia de acciones referida en el acta de la asamblea da cuenta de que el Sr. C.A.F. posee 20 acciones, mientras que la sucesión de G.E.H. se detalla con 10 acciones, diferencia que surge de la adquisición realizada por el primero haciendo uso del derecho de preferencia que compartía con los accionantes, por lo que debe corregirse tal atestación dejando constancia que el cónyuge supérstite tiene 15 acciones y el sucesorio 15 acciones; e) los hermanos D. dejaron constancia asimismo de su solicitud para que se realicen nuevamente las asambleas impugnadas de los años anteriores; f) al considerarse la documentación exigida por el art.234 de la ley 19.550, el Sr. D. pidió que se incluya en el orden del día el tratamiento de la responsabilidad de los directores por el ejercicio económico como consecuencia del tratamiento del punto correspondiente, lo que fue rechazado por el presidente. Esta decisión es impugnada por arbitraria; g) reitera su denuncia del vaciamiento de la sociedad mediante la venta del único inmueble que ella tenía a favor de F.Hnos. S.A., denunciando el exceso en las operaciones propias del giro comercial y  la actuación contraria al interés social de los directores quienes por integrar también la sociedad compradora debieron abstenerse (art.272 LSC); h) impugna el estado de situación patrimonial, y la moneda en que se refleja el precio de venta del inmueble; i) objeta la aprobación de los estados contables por partes de los accionistas que son directores en razón de lo dispuesto por el art. 241 LSC, e impugna tales estados en cuanto se encuentran subvaluados y no representan la situación económica real de la sociedad.

33.2. La asamblea celebrada por M. S.A. es objetada en cuanto. a) fue realizada fuera del plazo estatutario; b) las resoluciones fueron adoptadas en violación a la ley y al estatuto societario; c) la tenencia de acciones en la referida  sociedad es de 15 acciones de la sucesión de G.E.H.; d) los hermanos D. dejaron constancia asimismo de su solicitud para que se realicen nuevamente las asambleas impugnadas de los años anteriores; f) al considerarse la documentación exigida por el art.234 de la ley 19.550, el Sr. D. pidió que se incluya en el orden del día el tratamiento de la responsabilidad de los directores por el ejercicio económico como consecuencia del tratamiento del punto correspondiente, lo que fue rechazado por el presidente. Esta decisión es impugnada por arbitraria; g) señalan que los estados contables no representan la situación económica real de la sociedad, pues los bienes de uso se encuentran subvaluados, tanto el campo, como lo silos, galpones y maquinarias, reiterando en tal sentido las impugnaciones ya realizadas respecto a las anteriores asambleas de esta sociedad; h) impugna el aumento de la deuda de la sociedad con sus directores; i) denuncia el vaciamiento de la sociedad al contabilizarse 2.074 animales menos que el año anterior, estimando un perjuicio de $ 400.000; j) considera ruinoso el valor del arrendamiento asignado al campo y la actuación contraria al interés social de los directores quienes por integrar también la sociedad F.Hnos. S.A. debieron abstenerse (art.272 LSC) teniendo en cuenta que la compradora del ganado, C. S.A. es proveedora de F. Hnos S.A.; k) objeta la compra de fertilizantes y funguicidas por la suma de $ 292.000 atendiendo a que la sociedad es ganadera y no agrícola; l) impugna  la aprobación de los estados contables por partes de los accionistas que son directores en razón de lo dispuesto por el art. 241 LSC, y objeta tales estados en cuanto se encuentran subvaluados y no representan la situación económica real de la sociedad.

33.3.  Con relación a P. S.A. denuncia que se prohibió el acceso al Contador Esteban Ariel D. asesor contable e hijo del aquí actor J. N. D. y desglosa las siguientes impugnaciones: a) fue realizada fuera del plazo estatutario; b) las resoluciones fueron adoptadas en violación a la ley y al estatuto societario; c) la tenencia de acciones en la referida  sociedad es de 15 acciones de la sucesión de G.E.H.; d) los hermanos D. dejaron constancia asimismo de su solicitud para que se realicen nuevamente las asambleas impugnadas de los años anteriores; f) al considerarse la documentación exigida por el art.234 de la ley 19.550, el Sr. D. pidió que se incluya en el orden del día el tratamiento de la responsabilidad de los directores por el ejercicio económico como consecuencia del tratamiento del punto correspondiente, lo que fue rechazado por el presidente. Esta decisión es impugnada por arbitraria; g) señalan que los estados contables no representan la situación económica real de la sociedad, pues el único bien inmueble de la sociedad se encuentra  subvaluado reiterando en tal sentido las impugnaciones ya realizadas respecto a las anteriores asambleas de esta sociedad; h)  considera irregular el  arrendamiento celebrado con F. Hnos S.A. denunciando la actuación contraria al interés social de los directores quienes por integrar también la sociedad F. Hnos S.A. debieron abstenerse (art.272 LSC); i) impugna el aumento de la deuda de la sociedad con sus directores; j)  impugna  la aprobación de los estados contables por partes de los accionistas que son directores en razón de lo dispuesto por el art. 241 LSC, y objeta tales estados en cuanto se encuentran subvaluados y no representan la situación económica real de la sociedad.

34.  A fs.1759 responde el Dr. E. P.  T. en representación de O.  S.A. y de M. S.A.

34.1. Respecto a las objeciones realizadas sobre los estados contables y situación patrimonial de O.  S.A., explica que a la fecha de la venta del inmueble, la operación de contabilizó en pesos toda vez que esa es la moneda de curso legal en la República  y en la que deben contabilizarse todas las operaciones conforme las resoluciones técnicas del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, y además se encontraba vigente la paridad con el dólar estadounidense a razón de un peso por dólar, por lo que al momento de asentarse la operación carecía de importancia práctica distinguir entre una u otra moneda. 

En relación al retiro del dinero por parte de los socios expone, con cita de doctrina, que los fondos con los que O.  S.A. adquirió el inmueble luego vendido, los obtuvo del aporte de los socios por lo que tales retiros son llamados “aportes a cuenta de futuras emisiones de acciones”, y en la medida en que los mismos no se capitalicen deben ser considerados préstamos con la consiguiente obligación de devolverlos por parte de la sociedad que los ha recibido. Aclara que este último es el caso de O.  S.A. en razón de que su capital es de $ 12.000 y que la asamblea no ha autorizado la emisión de nuevas acciones, justificando ello el retiro que han efectuado los socios.

34.2. En respuesta a las objeciones sobre los estados contables y situación patrimonial de M. S.A.  justifica que las 200 has. arrendadas no se encuentran delimitadas en los contratos, en que tal incertidumbre instrumental no ha causado perjuicio a la sociedad pues fueron demarcadas en el lugar por las partes, y en cuanto al precio que los actores califican como ruinoso, la ausencia de fundamentos para fundar el calificativo le impide defenderse, por lo que se limita a manifestar que corresponde a los valores de mercado del momento en que se celebró el contrato. 

34.3. Entendiendo que las cuestiones planteadas, sobre las que ha dado explicaciones, exceden las cuestiones litigiosas planteadas en la demanda y su respuesta, reserva su derecho de ocurrir por nulidad.

35. A fs.1762 responde el traslado el Dr.V. H.  A. en representación de P. S.A. y de P.R. S.A.

35.1.En cuanto a la primera de ellas, única que se ha de considerar en estos antecedentes conforme lo expuesto en el punto 6, explica que: a) los arrendamientos fueron celebrados tomando en cuenta los precios de mercado vigentes al momento de la contratación; b) en los contratos consta la cantidad de has. arrendadas; c) el arrendamiento no ha merecido objeción alguna por parte del acreedor hipotecario. Finalmente realiza la misma reserva reseñada en el punto 27.3.

36. A fs.1771, el Tribunal dispone la designación un veedor., el que es consentido con reservas por parte de las sociedades demandadas a fs. 1774.

37. Desde fs.1800 a 1874 obra el primer informe del veedor designado, CPN A  B.

38. A fs. 1894 la actora C. G.  D. denuncia hechos nuevos acaecidos en la asamblea de P.R. S.A. que no son tratados en estos antecedentes por las razones ya expuestas en el punto 6.

39. De fs.1902 a 1911 el actor, J. D. agrega copias de la I.P.P 19.463.

40. a Fs. 1917 obra el acta de la audiencia realizada el 12 de Mayo de 2004.

41. A fs.1938 se pone en conocimiento de las partes la reforma del Reglamento del Tribunal Arbitral.

42.  A fs.1940, 1943 y 1944 se encuentran glosadas las actas de las audiencias de conciliación, de las que surge que luego de un período de negociaciones las partes no arribaron a ningún acuerdo.

43. de fs.1947 a 1972 obran  informes del veedor, impugnados a fs.1975/78, respondidos a fs. 1985/94, y 2003/2013. Otro informe consta a fs.2014/16. A fs. 2018 la actora solicita la remoción del Veedor, cuestión que luego de sustanciada  fue resuelta por el Tribunal a fs.2044/5. Otros informes del veedor constan a fs.2047 y 2058.

44. De fs. 2064 a 2084 consta agregado el informe de la perito contadora sorteada para realizar la prueba pericial contable. A fs.2089 y 2105 se han agregado las impugnaciones y pedidos de explicaciones presentados por los actores respecto de la pericia; a fs.2125/2147 la perito contadora contesta el traslado del pedido de explicaciones. A fs.2159 las demandadas M. S.A. y O.   S.A. formulan su pedido de explicaciones a la Contadora designada, el que es respondido a fs.2168

45. A fs. 2149/51 consta otro informe del Veedor. 

46. Más explicaciones son pedidas por el actor J. N. D. a fs.2153. que fueron brindadas a fs. 2162. A fs.2156 el mismo actor pide que se intime al Veedor a informar respecto de los movimientos de stock de ganado en M. S.A.  y otros puntos más. Nuevas explicaciones solicita el mismo actor a la perito contadora a fs. 2173, las que son denegadas por el Tribunal a fs.2175.

47.  A fs.2176, las demandadas formulan observaciones a un informe del Veedor, que son respondidas a fs.2182/2207. A fs.2214 obra agregado un escrito del actor J. D. que ha quedado sin proveer atendiendo a que dice responder un traslado del 8 de Abril de 2005 que, conforme las constancias de autos, nunca se le corrió.

48. A fs.2222 el Tribunal suspende las actuaciones hasta que el nuevo administrador del sucesorio tome la intervención que le corresponda.

49. De fs.2223 a 2240 el actor agrega copia de la requisitoria fiscal habida en la IPP nº 19.643.

50. A fs.2247 obra otro informe del Sr. Veedor.

51. A fs.2253 el actor J. D. interpone revocatoria contra el auto de fs. 2222., pedido que es también presentado por lo actora Cristina D. a fs.2290/1.

52. A fs.2259 se presenta el administrador del sucesorio de G.E.H., constituye domicilio y solicita el préstamo del expediente,  que le es concedido a fs. 2261.

53. De fs.2270 a 2273 constan anexos de los informes agregados por el Veedor, y sendos informes son agregados a fs.2299, 2302 y 2305.

54. A fs.2314 los representantes de las demandadas piden que se dicte sentencia.

55. a fs.2319 se ordene certificar sobre el vencimiento y resulta del término de prueba, certificado que obra a fs. 2323.

56. A fs.-2337 y 2355 se agregaron los alegatos de los actores  y a fs.2359 se llaman autos para laudar, llamado que fue suspendido por la presentación de nuevos informes del Veedor conforme lo resuelto a fs. 2366, y a fs.2371 se ordena formar incidente por separado con los informes del veedor, y se reanuda el llamado de autos a fs.2372.

Y CONSIDERANDO: 

1. Que las cuestiones planteadas por las partes que este Tribunal debe resolver son las siguientes:

1.1. ¿Se encuentran legitimados los herederos del cónyuge del socio para demandar la nulidad de las Asambleas con fundamento en el art.251 de la ley 19.550?

1.2. En caso de respuesta afirmativa a la pregunta anterior, deberá resolverse la excepción de prescripción opuesta por las demandadas con relación a las primeras asambleas impugnadas.

1.3. En el eventual caso de que se rechace la prescripción, deberá resolverse si corresponde declarar la nulidad de las asambleas tal como ha sido pedida por los actores en su demanda.

2. Respecto a la  primera cuestión cabe señalar que la opinión “obiter dicta”  o dicha de paso que solo corrobora, incluida en la resolución de fs.533/35, no resultaría obligatoria para el Tribunal con su actual composición, toda vez que tratándose de una opinable cuestión de derecho, por cierto sumamente debatida en doctrina y con antecedentes encontrados en la jurisprudencia, la sola formulación del parecer de los árbitros anteriores, no puede condicionar a quienes integramos este Tribunal actualmente, o llevarnos  a resolver el entuerto siguiendo irremediablemente la opinión anterior, sin consideración de la nuestra. Sin perjuicio de ello, hacemos notar que: a)  aquella decisión se refiere a la competencia que se determina por la índole de las acciones intentadas, y no por la condición que revistan quienes las promueven (art. 4 del C.P.C.; CSJN, 23/03/96, LL 1996-D pg-. 245, idem 1995-D pg. 942 nº 1749; LL 2000-D pg. 215, y su jurisprudencia acorde y pacífica y de otros Tribunales, ver La Ley, Tº 127, pg. 117); correspondiendo tener presente que para determinar la competencia hay que atenerse prioritariamente a lo expuesto por el actor en su escrito de promoción, más allá de las resultas de la cuestión de fondo ventilada en el proceso" (Cfr.-CSJN 6.10.92. "Banco Exterior S.A. c. Calos Damm S.A." JA 1994-IV síntesis entre otras)", por lo que la competencia del Tribunal quedó fijada por las pretensiones deducidas en la demanda; y b) bien podría haber resultado inobjetable tal resolución, incluso para quienes laudamos, para el supuesto en que la calidad de accionistas hubiera sido reconocida en una partición  realizada durante el trámite de este proceso.

3. Aclarado este punto, es necesario analizar con carácter previo como se adjudican en el sucesorio los bienes, en este caso acciones de sociedades anónimas, de carácter ganancial, para saber si a los actores le han sido adjudicadas en la sucesión de su causante las acciones cuya titularidad dicen ostentar, o si la posesión hereditaria  de una alícuota global sobre la masa sucesoria, es suficiente a los fines del uso y goce de los derechos políticos que la ley solo atribuye a los socios.

3.1. La muerte de uno de los cónyuges pone fin a la sociedad conyugal, naciendo lo que los autores denominan “indivisión postcomunitaria” (Zannoni, Eduardo Antonio “Derecho de Familia” tº1 página 629 edit. Astrea) o liquidación postcomunitaria (Vidal Taquini, Carlos H. “Régimen de bienes en el matrimonio” edit. Astrea p. 403) o “indivisión postsocietaria” (Pérez Lasala, José Luis “Liquidación de sociedad conyugal por muerte y partición hereditaria” edit. Depalma p.133).

Ahora bien, la situación jurídica de los bienes gananciales es  diferente si tal disolución se produce por divorcio, respecto del caso en examen en que se produjo por causa de muerte,  pues en esta última situación coexisten la indivisión postcomunitaria y la comunidad hereditaria (Zannoni ob.cit. página 629 nº 509). Esa coexistencia agrupa el conjunto total de los bienes que integraron la sociedad conyugal en un “patrimonio en comunidad” sujeto a liquidación. Se trata, según calificada doctrina, de una universalidad jurídica (Guaglianone, Aquiles H. “Disolución y liquidación de la sociedad conyugal” edit. Depalma página 210) en la que no hay condominio (Borda, Guillermo “Tratado de Derecho Civil: Familia” tº1 p.348; Guastavino, E. “Sociedades conyugales disueltas” JA 1957-I-904; Mazzinghi “Derecho de Familia” tºII, página 477; Zannoni ob.cit. página 628)  sino “una situación accidental y pasajera que la ley en manera alguna fomenta y que debe terminar obligatoriamente cuanto antes, aunque no exista norma que lo exija” (Vidal Taquini, Carlos H. ob.cit. p. 403; nota al artículo 3451 Código Civil), pues “disuelta la sociedad conyugal por muerte de uno de los cónyuges se procederá al inventario y división de los bienes como se dispone en el libro cuarto de este código, para la división de las herencias” (art.1313 Cód.Civil; CC0201 LP 104622 RSD-46-5 S 5-4-2005. Gaurie, J. s/ Sucesión ab-intestato).

3.2 Tal estado de indivisión es el que aparece  en el sucesorio de G.E.H., pues ninguna de las partes ha comunicado a este Tribunal que se hayan realizado en aquel expediente, que lleva más de cinco años en trámite, las operaciones que la ley exige, estas son: a) formación del cuerpo general de bienes mediante inventario y avalúo; b) liquidación, restando del valor de los gananciales las deudas que los afectan,  y  la parte proporcional de las cargas sucesorias. Determinación de las recompensas y los casos de subrogación real si los hubiere, para obtener el saldo líquido partible o masa hereditaria neta; y c) partición, que se realiza mediante la división y adjudicación en las correspondientes hijuelas (Pérez Lasala, José Luis ob.cit. página 255 apéndice sobre “modelo de operaciones periciales”). 

3.3 Hasta tanto se completen todas estas operaciones, los herederos carecen de titularidad  respecto de los bienes que integran la “universalidad”, singularmente considerados, o dicho de otro modo: “la función económica jurídica de la partición se encuentra en la eliminación de la incerteza respecto de los bienes singularmente considerados” (Ferrara “El negocio jurídico” p. 243 cit. por Pérez Lasala ob.cit. página 205). Es que la adjudicación de los bienes hace cesar el derecho indiviso sobre la masa de bienes del adjudicatario que así consolida un derecho de propiedad exclusivo (Vidal Taquini ob.cit. página 241), pero hasta tanto solo existe una universalidad, “un todo ideal, sin consideración a su contenido especial, ni a los objetos de esos derechos.” (art.3281 Cód.Civil; Zannoni ob.cit. página 630).

Aclara Zannoni (ob.cit. páginas 631 y 632) que “cuando la indivisión postcomunitaria se establece simultáneamente con las relaciones patrimoniales ut universitas en el contexto de la sucesión universal, la comunidad de derechos trasciende sin consideración a su contenido particular en relaciones en comunidad  (aspecto externo de la comunidad de derechos), entre el cónyuge supérstite y los herederos del otro, y de estos respecto de terceros. De este modo, la universitas juris, sin perjuicio de la calificación de bienes,  implica la unidad de la masa, la cual, por efecto de las relaciones en comunidad, se sujeta al régimen de gestión conjunta dispuesto por el art.3451 del Código Civil. Rige el principio clásico del ius prohibendi y las diferencias en cuanto a la gestión de los bienes serán necesariamente resueltas por el Juez del sucesorio (art.3451)”. (en igual sentido puede compulsarse Vidal Taquini ob.cit. página 402 nº327;  CC0100 SN 930345 RSD-140-93 S 5-8-1993 , Stocovaz, Walter c.Varela Zas, Héctor s.cobro JA 1994-II,593; Gagliardi Pascual H. s/ Sucesión Ab-intestato CC0100 SN 5905 RSD-453-3 I 26-6-2003 ).

Y si alguna duda puede existir cuando el cónyuge fallecido es el accionista, situación en que la transmisión automática iuris ope podría erigir a sus hijos en socios accionistas desde el momento mismo del fallecimiento (art.3410, código civil) distinta sería la situación de autos, en que el cónyuge "de cujus" participa en gananciales ( bene iudicat qui bene distinguet). Por lo menos hasta la partición tiene un créditoen expectativa a las acciones, pero no la titularidad de éstas.-

3.4 El antecedente en que fundan su acción los hermanos D., hijos de la extinta G.E.H., es el de una sucesión en estado de indivisión que tramita por ante el Juzgado Civil y Comercial nº8 de Mar del Plata, y que, los allá declarados herederos y aquí actores, con tal fundamento se adjudican derechamente el carácter de titulares de bienes individualmente considerados, acciones de diversas sociedad anónimas;  se consideran accionistas, dueños o titulares del derecho real de dominio sobre  una cantidad acciones que varía de acuerdo a la sociedad de que se trate. Tal titularidad, a tenor de las razones jurídicas más arriba expresadas, aparece evidentemente infundada, pues los aquí actores, en su calidad de herederos de la cónyuge del socio, solo tienen derecho a una cuota parte ideal sobre la masa sucesoria indivisa, y carecen del derecho de dominio sobre bienes singulares hasta que y siempre y cuando, como hemos visto,  le sean adjudicados en la partición.  

Hasta que ello suceda, y si es que así ocurre, las acciones solo integran una masa indivisa que no atiende a los bienes en particular, y que debe ser gestionada conforme el art.3451 del Código Civil, por lo que las situaciones de conflicto que ese estado de indivisión genera han de ser resueltas por el Juez del sucesorio. 

3.5 En el caso particular de las acciones de una sociedad anónima, debe recordarse que la jurisprudencia que se ha pronunciado a favor del ejercicio de los derechos políticos -propios del socio- por parte de los herederos que, sin haber efectuado la partición, se encontraban en posesión de la herencia, lo ha hecho en casos en que se trataba de herederos directos del socio, y en este expediente, los actores resultan herederos declarados de la cónyuge del socio, quien como tal no tenía otros derechos que los que surgen de la protección brindada por el art.1277, y el crédito ante una eventual disolución de la sociedad conyugal por la causa que fuera.

3.6. Ante tal estado de cosas, razonamos que sólo luego de la liquidación sucesoria, después de que se resten las deudas y las cargas sucesorias, se efectúen las recompensas y las subrogaciones reales que pudieran caber, y las partes concreten y aprueben  la partición por cualquiera de los modos previstos en los arts.3462 y siguientes del Código Civil, recién entonces se podrá saber si a los aquí actores se les ha adjudicado en su hijuela, acciones de las sociedades demandadas, y de así suceder, lo será con el efecto previsto en el art.3503 del Cód.Civil.

Teniendo presente ese efecto debe analizarce como posible también, que por el contrario, las acciones representativas de parte del capital de las sociedades sean adjudicadas por el perito partidor a uno solo de ellos, o al cónyuge supérstite en compensación por otros bienes, o sean vendidas a terceros para sufragar deudas.

En cualquiera de estas últimas hipótesis posibles, el ejercicio de derechos políticos de los socios por parte de los herederos que, por ahora,  solo cuentan con la expectativa de que en la futura partición les toque la porción ganancial de las acciones (cuya titularidad registral es del cónyuge supérstite), luce , en el mejor de los casos, manifiestamente prematuro.

 Por ello consideramos que, en el caso, la posesión hereditaria resulta deficiente para demandar la nulidad de los actos asamblearios, pues tal expectativa es solo eso,  y de tomarla como pretenden los actores, sería factible que este Tribunal  sancionara  nulidades relativas  a pedido de quien luego  puede no resultar adjudicatario de acción alguna en las sociedades demandadas y que ha de tomarse como que nunca tuvo ningún derecho en lo que le ha correspondido a sus coherederos (art.3503 Cód.Civil).

3.7. Por otra parte y si bien, como diferenciamos más arriba, difieren las regulaciones en el caso de disolución de la sociedad conyugal por causa de muerte y su disolución por divorcio o nulidad de matrimonio,  pues uno es el sistema de transmisión “mortis causa” y otro el de la división estando ambos cónyuges vivos,  ha de tenderse hacia la búsqueda de aquellas soluciones que permitan encontrar  la indispensable coherencia entre las disposiciones particulares con aquellas normas que sientan principios generales del derecho. 

En este sentido debe advertirse que en la hipótesis de división por divorcio, no supone la  alteración de la titularidad sobre los bienes, y en tal supuesto la causante de los actores no hubiera podido ejercer derechos políticos hasta tanto, y siempre y cuando,  le fuera adjudicada la porción correspondiente de las acciones gananciales, limitando su derecho a reclamar la rendición de cuentas al titular registral de las mismas (Zannoni ob.cit. página 626 nº508).

Explica Vidal Taquini, que “la vocación a la mitad ganancial que un cónyuge tiene sobre los bienes de titularidad del otro cónyuge no significa que se transforme en titular de esa mitad, ni hay materialización sobre ella ni de cada bien en particular. Esa vocación a la parte alícuota impone, a pesar de la separación de bienes observada durante el régimen, la subsistencia de la aplicación del art.3451. En consecuencia todo acto de administración y disposición de los bienes requiere el acuerdo y consentimiento de ambos cónyuges. Es que el cónyuge no titular es ahora acreedor del precio; puede exigir rendición de cuentas al otro y él se las debe” (ob.cit. páginas 404/5).

Una solución contraria a la que venimos proponiendo importaría que los herederos gozaran de mejores y más extensos derechos que su causante, en abierta contradicción con el principio general sentado en el art.3270 del Código Civil, que fuera oportunamente invocado por las sociedades demandadas.

Por ello es que se ha dicho que la gestión conforme el art.3451 importa la formación de un litis consorcio activo necesario (CC0201 LP, B 77395 RSD-163-94 S 4-8-1994 , Budich, Miguel c/ Buceta, Miguel Angel s/ Daños y perjuicios ) de los herederos junto con el cónyuge supérstite, lo que no se ha verificado en este expediente.
Aún cuando la titularidad de las acciones nomnativas no endosables (ley 24.587) fuera de la causante, que no lo era, dicha titularidad se atribuye –ante su fallecimiento a la universalidad, y “no permite a los herederos  (o al cónyuge supérstite) ejercer los derechos cartulares propios del título mientras no se notifique a la sociedad emisora o entidad que lleve el registro su adjudicación por partición”  (Zannoni, Eduardo Antonio: “Disolución de la sociedad conyugal por divorcio o por muerte  y medidas cautelares que puedan afectar la participación de los cónyuges en sociedades comerciales” en Revista de Derecho de Familia nº32 pág.135 y ss. Edit. Lexis Nexis

4. Además, lo anteriormente expuesto debe relacionarse con el sistema que imponen los arts.213 y 215 de la ley 19.550. Las acciones de una anónima no son bienes muebles comunes en los que posesión baste para ejercer todos los derechos, ni a las que quepa aplicar la excepción del art.3271 del Código Civil, toda vez que el art.215 LSC, exige la inscripción de la transmisión para que ella surta efectos contra la sociedad y los terceros.

No ignoramos que se encuentra discutida la aplicación del sistema exigido por la ley de sociedades comerciales, para la transmisión mortis causa de acciones de una sociedad anónima. En ese debate, por una lado se ha sostenido que la posesión hereditaria es suficiente para que cada heredero, estando la herencia en estado de indivisión, ejerza las acciones societarias (Medina, Graciela en LL 1991-E p.110) y la prestigiosa especialista pese a opinar de tal modo,  reconoce que “ en derecho comercial, la doctrina sostiene en forma unánime,  que si bien la inscripción no atañe a la perfección o validez de la transmisión, a ella queda subordinado el pleno goce de los derechos – facultades que se derivan de la calidad de socio”  con cita de Gasperoni (“Las acciones” p.120/1) y Velazco, Alonso (“ Ley de sociedades anónimas” pág.137). En esa línea de pensamiento que favorece el ejercicio de las acciones societarias por parte de los herederos, cabe computar la opinión de Eduardo Roca y dos sentencias de la Cámara Nacional de Comercio, Sala C autos: "Suárez Alicia c/ Emilga S.A.I.C. s/ sumario" del 30/4/2004 y Pérez de Pérez, Marcelina c/ El Jumillano y otros s/ medida cautelar” del 14.08.01, pero siempre en casos en que se trata de herederos del socio, no de herederos del cónyuge del socio.

En sentido contrario, puede encontrarse  el fallo recaido en autos: "Rodríguez, M. c/Transportes Rodriguez Cozar y Cia. S.A. s/Sumario" CNC Sala "B", 23/09/98) cuando se decidió  que la transmisión sucesoria operada por los arts. 3410/17 C.C. debe ser complementada por los mecanismos propios del derecho societario.  Dice la sentencia que  "... la inscripción de la calidad de socio es integrativa y constitutiva de la transmisión accionaria. Como consta en la causa, la accionante no finiquitó el juicio sucesorio y la sociedad solo puede reconocer como nuevo tenedor legitimado al heredero declarado judicialmente y cuando el juez del sucesorio ordenó la inscripción de la cesión en el registro de accionistas; sin esta inscripción no existe transmisión oponible a terceros ni a la sociedad. Indudablemente la inscripción de la transferencia en el registro del emisor lo que transfiere la legitimación o, en otros términos, el derecho del nuevo titular al status de socio..." 

Con igual dirección sostienen Mascheroni y Muguillo en “Régimen jurídico del socio” edit. Astrea, página 10: “ ..siendo más de uno de los herederos, y en tanto la herencia permanezca en estado de indivisión, se incorporará como socio el ente sucesorio y no cada uno de los herederos”.

Esta posición ha sido refrendada por la CSJN, restringiendo la aplicación del art.215 de la ley 19.550 al caso de las acciones nominativas y escriturales en autos: "Juarros José Ezequiel c/Juarros Raúl José s/ colación y simulación" en sentencia del 4 de Noviembre de 2003 (www.societario.comhttp://www.societario.com ref: 4030).

En esa línea de pensamiento los herederos no revisten la calidad de socio hasta que en la partición se les adjudiquen las acciones, y se inscriba en el libro de registro que debe llevar la sociedad (arts.213 y 215 LSC, Verón, Alberto “Sociedades comerciales” tºIII p.214; Alegría, Héctor “Sociedades Anónimas” p.60; Halperín, Isaac “Sociedades Anónimas” p.278).  

5. Que además en lo que hace a los balances falsos, tema penal en trámite según informaran las partes y sin resolución que haya sido dada a conocer a este Tribunal, excede del conocimiento arbitral limitado exclusivamente a juzgar la admisibilidad de las acciones societarias intentadas, por cuanto un importante número de irregularidades denunciadas se vinculan a decisiones asamblearias sometidas a investigación penal,  cuestiones que imponen, por razones de orden, admitir un criterio de prejudicialidad de este Tribunal en cuanto se refiere al tratamiento de ellas.

 Todo lo expuesto nos lleva a responder en forma negativa la primera cuestión planteada,  pues de conformidad a lo dispuesto por el art.251 de la ley 19.550 la acción de nulidad allí prevista solo puede ser ejercida por los accionistas, los directores, síndicos, los miembros del consejo de vigilancia o la autoridad de contralor en cada jurisdicción, y atendiendo a que los actores no revisten tal condición, nos inclinamos por estimar que falta aquí la legitimación activa necesaria para que la demanda progrese. 

6. El T.A. ha tomado en especial consideraciòn que la soluciòn a la que se arriba, no deja inerme a los actores, habida cuenta de que éstos podrían hacer, o haber hecho valer sus derechos en el momento de adjudicárseles en la partición las acciones en cuestión; gozan de los medios legales sucesorios para lograr ese fin; cuentan con las acciones de responsabilidad individual contra los directores, en general, y contra el cónyuge supérstite en lo que se refiere a la actuación de éste como accionista; como denunciantes y/o eventuales particulares damnificados en la acción penal de que se ha hecho mérito, es decir todo un espectro de tutela jurídica para la protección  integral de la propiedad en expectativa, y de las garantías de defensa en juicio (arts. 3382/3383, sgts. y concs. del C.Civil);

7. Corresponde disponer el cese de las veedurías dispuestas respecto a las sociedades O.  S.A., M. S.A. y P. S.A.. 

8. Tratándose de una cuestión dudosa de derecho, las costas deberán imponerse por su orden.

Por las razones y citas legales expuestas dictamos la siguiente Sentencia Arbitral:

1. Rechazando la demanda interpuesta por C. G.  y J.N. D. contra O.  S.A., M. S.A. y P. S.A. por falta de legitimación activa.

2. Imponiendo las costas en el orden causado y las comunes por mitades sin perjuicio de la solidaridad de las partes respecto de los honorarios del Tribunal.

3. Difiriendo la regulación de honorarios para el momento en que se proporcione la base regulatoria (arts. 27 inc. E y 51 ley 8904) 

Notifíquese. Regístrese.

